Sentencia 331/2005, de 15 de diciembre, en relación con la Ley de Andalucía 8/1999, de 27 de octubre, del Espacio Natural de Doñana (publicada en el B.O.E. de 15.11.2005).
a) Antecedentes 
-
Promotor del recurso: Estado (nº 368/2000). - Norma impugnada: Ley de Andalucía 8/1999, de 27 de octubre, del Espacio Natural de Doñana. - Extensión de la impugnación: Diversos aspectos de la Ley. 23

-
Motivación del recurso: Considera el Estado que la Ley recurrida “ha vulnerado la competencia estatal que se contempla en el art. 149.1.23ª CE, que habilita al Estado para establecer la ‘legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección’” y desconoce por tanto “la legislación básica que para los parques nacionales se encuentra recogida en la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres”. b) Comentario-resumen 1. Inicia el Tribunal el análisis de la constitucionalidad de la Ley recurrida, encuadrándola dentro de las materias de “espacios naturales protegidos” y “medio ambiente”, constatando que “el artículo 149.1.23ª CE ha atribuido al Estado la competencia para establecer la ‘legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección’”, mientras que Andalucía “dispone de competencia exclusiva en materia de ‘espacios naturales protegidos’ y de la competencia de desarrollo legislativo y ejecución de las normas básicas que el Estado dicte en materia de ‘medio ambiente’ (arts. 13.7 y 15.1.7 EAAnd.)”. A continuación aborda la sentencia el estudio pormenorizado de los preceptos encuadrándolos dentro de varios bloques: 2. Artículos que componen el Título preliminar (principios inspiradores), esto es, los arts. 1 a 4, que disponen lo siguiente: En relación con este bloque de preceptos se plantea el Tribunal dos cuestiones, la primera “si la Comunidad Autónoma de Andalucía tienecompetencia, en virtud a los títulos competenciales a que venimos haciendo referencia (arts. 13.7 y 15.1.7 EAAnd) para establecer un régimen jurídico protector de la biodiversidad de todo un espacio natural (el ‘espacio natural Doñana’) que incluye, además de la zona declarada ‘parque natural’ por la propia Comunidad Autónoma, el área declarada ‘parque nacional’ por el Estado, de manera que la normativa autonómica pueda ser, efectivamente, de aplicación en dicho ‘parque nacional’”. A esta cuestión responde la sentencia señalando que “Las competencias que la Comunidad Autónoma de Andalucía ha asumido en las materias de ‘espacios naturales protegidos’ y ‘medio ambiente’ (arts. 13.7 y 15.1.7 EAAnd) le habilitan para establecer un régimen jurídico protector de los espacios naturales de su territorio, incluso aunque se trate, como es el caso, de un espacio que ha sido declarado ‘parque nacional’, toda vez que esta figura es tan sólo una de las posibles modalidades de protección de los espacios a los que se extiende la primera de dichas materias. Si bien hay que precisar inmediatamente que tales competencias, para que pueda reputarse que han sido legítimamente ejercidas, deberán respetar y acomodarse en su dimensiones normativa y ejecutiva a las bases que el Estado tenga establecidas ex art. 149.1.23 CE”. No obstante, matiza en este punto señalando que la normativa básica estatal en esta materia no le permite la regulación del completo régimen jurídico de protección, puesto que desbordaría su propia competencia. Y en segundo lugar, se cuestiona el Tribunal si la Ley recurrida “ha incurrido en vulneraciones concretas de la normativa básica estatal”. Considera la sentencia en relación con los arts. 1 y 2 “que no contienen referencia alguna al sistema de gestión del parque nacional de Doñana, pues inciden, respectivamente, en la fijación de la finalidad y del objeto de la Ley. En cuanto al art. 1 la triple finalidad regulada se encauza a la protección y conservación de la biodiversidad del parque, lo que ningún reparo de orden competencial o sustantivo puede acarrear. Por su parte el art. 2 se refiere al régimen jurídico que la Ley establece en aras de los fines expuestos, lo que tampoco invade las competencias del Estado”. “En cuanto al art. 3, señala que la administración y gestión del parque nacional corresponde a la Comunidad Autónoma ‘en los términos previstos en esta Ley’. Esta idea, habida cuenta del criterio general que respecto de la gestión conjunta del Estado y las Comunidades Autónomas de los parques nacionales hemos mantenido (SSTC 194/2004, de 4 de noviembre, FFJJ 11, 12 y 13; 81/2005, de 6 de abril, FJ 7 b); y 101/2005, de 19 de abril, FJ 14), no puede ser merecedora del reproche genérico que se formula, por lo que la tacha, de existir, lo será en razón a los ‘términos’ concretos que se contengan en los preceptos de la Ley que habremos de examinar. En todo caso, el precepto recoge la colaboración de las entidades locales en la gestión del espacio natural, intervención que, dados los términos del precepto, no es merecedor de reproche alguno”, como tampoco le merece reproche alguno el art. 4 por lo que concluye declarando que “los arts. 1, 2, 3 y 4 no vulneran la legislación básica estatal en materia de medio ambiente”. (F.J. 6). 3. Otro de los bloques examinados por la sentencia incluye los arts. 5, 6, 7, 8 y 9, dentro del Título I del espacio natural de Doñana y su área de influencia. Para enjuiciar la constitucionalidad de los citados artículos, separa el Tribunal el art. 5 del resto de los referidos preceptos, señalando que el art. 5 “no incurre en vulneración de las competencias básicas del Estado en materia de ‘medio ambiente’”. “Su apartado 1 se limita a declarar protegido el ‘espacio natural de Doñana’, precisando que dicho espacio incluye los territorios del parque nacional (junto con sus zonas de reserva y de protección) y del parque natural de igual nombre”. Por tanto, “no se vulnera la competencia estatal para declarar un parque nacional y establecer su régimen jurídico básico por el hecho de que la Comunidad Autónoma de Andalucía integre el parque nacional y el parque natural de Doñana en un espacio protegido más amplio que incluya aquéllos, siendo necesario que se acredite la infracción de criterios básicos concretos exigibles en el parque nacional por parte del régimen legal del nuevo espacio protegido para que pueda apreciarse infracción del orden constitucional de las competencias del Estado en esta materia, lo que no se produce respecto de este apartado 1”. “Lo propio ocurre con los restantes apartados, 2 y 3, de este art. 5, que manifiestan la naturaleza mixta del espacio natural como consecuencia de las dos figuras de protección que se integran en el mismo. Así el apartado 2 prevé la ampliación del ámbito territorial de dicho espacio natural por la Junta de Andalucía, ampliación que deja a salvo la que realice el propio Estado del área correspondiente al parque nacional (apartado 3), aunque este último también constate, en correspondencia con la previsión general del apartado 1, que las ampliaciones del parque nacional se incorporarán al espacio natural de Doñana”. 4. Por lo que respecta al grupo de los arts. 6, 7, 8 y 9 “regulan el área de influencia socioeconómica del espacio natural Doñana y las ayudas e inversiones aplicables a dicha área, todo lo cual deberá ser enjuiciado desde la perspectiva exclusiva de su aplicación al parque nacional, de acuerdo con el alcance dado a la impugnación”. Para el Tribunal, “ningún reparo de orden competencial puede prosperar respecto a los arts. 6 y 7, que delimitan el área de influencia del espacio natural Doñana en lo que sea aplicable al parque nacional. Y lo propio ocurre con los arts. 8 y 9, que prevén la existencia de un régimen de subvenciones y de inversiones en dicha área de acuerdo con el plan de desarrollo sostenible que se elabore, inversiones que ha de entenderse que son financiadas por la Comunidad Autónoma de Andalucía. En definitiva, estos preceptos no impiden que el Estado realice análogas actuaciones (las mismas no se regulan en el Decreto 2412/1969, de creación del parque nacional) y que, incluso, las coordine con las autonómicas”, puesto que, señala la sentencia, “aun cuando resulte deseable que la delimitación del área de influencia socioeconómica del parque nacional de Doñana, el correspondiente plan de desarrollo sostenible y las ayudas destinadas a esta finalidad puedan establecerse en un marco de apoyo y cooperación entre, en este caso, el Estado y la Comunidad Autónoma de Andalucía, de acuerdo con los criterios de nuestra doctrina que han sido expuestos, tampoco resulta contrario al orden constitucional de competencias, según esa misma doctrina, que cada Administración elabore y aplique separadamente los planes y ayudas correspondiente a las áreas de influencia socioeconómica que ellas mismas determinen”. “En suma, los arts. 6, 7, 8 y 9 tampoco conculcan las competencias del Estado”. (F.J. 8). 5. El examen del Título II (órganos de gestión y participación), integrado por los arts. 10 a 17. “Estos artículos se distribuyen en tres capítulos, relativos, respectivamente, al ‘equipo de gestión’, al ‘consejo de participación’ y a los ‘medio necesarios para la gestión’.

Para la sentencia, “los arts. 10, 11 y 12 resultan plenamente constitucionales, pues regulan el órgano encargado de la gestión ordinaria del parque nacional en concordancia con las competencias normativas de gestión que corresponden a la Comunidad Autónoma de Andalucía en relación con los parques nacionales de su territorio, sin que ello se oponga a ningún criterio concreto que debamos considerar inscrito en la competencia estatal básica”. “En cuanto al art. 13, que relaciona las funciones del equipo de gestión, también es conforme con el orden de distribución de competencias, pues dichas funciones son las propias de la administración del parque y no invaden potestades estatales. Aunque el Abogado del Estado no ha formulado tachas concretas, se pueden valorar las de mayor calado y significación. Así, ha de tenerse en cuenta que el plan de ordenación de los recursos naturales y el plan rector de uso y gestión hemos declarado que corresponden ser elaborados y aprobados por la Comunidad Autónoma (STC 194/2004, FJ 19, con cita de la STC 102/1995, FJ 13), si bien dichos planes han de someterse a las prescripciones básicas que se contengan en el plan director de la red de parques nacionales (SSTC 194/2004, FJ 20, y 101/2005, de 19 de abril). Y en lo relativo al plan de desarrollo sostenible, ya hemos indicado que la Comunidad Autónoma de Andalucía puede aprobar dicho plan. Por último, el apartado 12 de este artículo refleja la coordinación y cooperación entre la Administración del Estado, la de la Junta de Andalucía y las universidades andaluzas en relación con la investigación en el parque nacional, lo que también está en consonancia con nuestra doctrina [STC 101/2005, FFJJ 9 c) y 11 e)]”. “Por tanto, los arts. 10, 11, 12 y 13 son constitucionales”. Por lo que respecta a los arts. 14, 15 y 16 relativos al Consejo de Participación, señala la sentencia que “se trata de un órgano de cooperación y propuesta que integra a las Administraciones estatal, autonómica y local, a las organizaciones y agentes sociales y económicos y a la comunidad científica (arts. 14 y 15) realizando las funciones propias de los patronatos, a los que es equiparable, sin que la diferencia de denominación pueda constituir, en si misma, un reproche de constitucionalidad”. “Tampoco se aprecia vulneración alguna de las bases estatales en el art. 16, que regula las funciones del consejo de participación. Debe, no obstante, hacerse mención de su epígrafe 7 (‘aprobar los planes sectoriales que en su caso desarrollen el plan rector de uso y gestión’). A esta función, atribuida por la Ley 41/1997 al Patronato en su art. 23.bis.6 c), le negamos su carácter básico por comportar carácter decisorio e imponerse así a la Comunidad Autónoma en su función gestora e impedir el ejercicio por ésta de una competencia de gestión que tiene atribuida y que es, por ello, indisponible para el Estado [STC 194/2004, FJ 14 c)]”. “En este caso, la Ley autonómica tampoco puede atribuir a un órgano de cooperación de carácter predominantemente consultivo y deliberante y, en todo caso, no ejecutivo, en el que se integran, además de la Comunidad Autónoma, representantes del Estado, de los entes locales y de intereses sociales privados, el ejercicio de funciones administrativas de carácter aplicativo o ejecutivo que, por ser de tal naturaleza, han de ejercerse por la Comunidad Autónoma en régimen de propia responsabilidad, toda vez que las competencias son, además de indisponibles, irrenunciables. El empleo de técnicas de cooperación y coordinación, absolutamente imprescindible en múltiples ocasiones para el funcionamiento del Estado autonómico, no permite, sin embargo, alterar el principio de competencia, de manera que mientras que responde adecuadamente a la finalidad del principio de cooperación el establecimiento de órganos de deliberación y consulta, como el presente, con funciones de mera propuesta, no se acomoda al orden constitucional de distribución de competencias que estos órganos, integrados por varias Administraciones y no sólo por la Administración autonómica e, incluso, por representaciones de los intereses privados, ejerzan funciones administrativas que están atribuidas estatutariamente y con carácter exclusivo a la Comunidad Autónoma de Andalucía”. Y, “por último, el art. 17 se limita a señalar que las Administraciones aportan los medios precisos para la gestión del parque ‘en el marco de sus respectivas competencias’, lo que carece de vigor impositivo alguno, como de hecho reconoce el Abogado del Estado, y resulta por ello ajustado a la Constitución”. (F.J. 10). “Por tanto, los arts. 14, 15 y 16 resultan constitucionales, salvo el apartado 7 de este último que es inconstitucional”. (F.J. 10). 6. El “Título III de la Ley 8/1999, regula los ‘instrumentos de planificación del espacio natural Doñana’ e integra los arts. 18 a 37, distribuidos en cinco Capítulos”. Considera el Tribunal en relación con la controversia competencial planteada sobre este Título III que “tiene más que ver con las competencias que corresponden al Estado y a la Comunidad Autónoma de Andalucía en el procedimiento de elaboración y aprobación de los instrumentos de planificación (esencialmente, el plan de ordenación de los recursos naturales y el plan rector de uso y gestión, toda vez que la Ley 4/1989 no regula el plan de desarrollo sostenible) que con el contenido mismo de los planes, pues a este último, salvo excepciones concretas, no se le plantean reproches”. (F.J. 12). Así pues, concreta la sentencia en referencia a estos preceptos que han sido objeto de impugnación lo siguiente: a) “El art. 18, único precepto del capítulo I, no vulnera la legislación básica estatal, pues los trámites previos a la aprobación de los instrumentos de planificación regulados en el mismo se acomodan, tanto a los criterios de nuestra doctrina que determinan que la Comunidad Autónoma resulta competente para realizar las actuaciones tendentes a dicha aprobación, como a los principios básicos a atender (información pública e informe del consejo de participación), de acuerdo con lo regulado en los arts. 6 y 19.5 de la Ley 4/1985 y con la jurisprudencia correlativa antes reseñada. b) Los arts. 19 a 29 se integran en el capítulo II y se refieren al plan de ordenación de los recursos naturales. Ya hemos indicado que su elaboración y aprobación corresponde a la Junta de Andalucía, según nuestra jurisprudencia. Por tanto no puede encontrarse tacha alguna al art. 19, cuyo apartado 2 recoge este principio. En cuanto al contenido sustantivo de dicho plan de ordenación tampoco lo merece desde una perspectiva general, toda vez que el art. 20 invoca de modo expreso su adecuación a ‘la legislación estatal de carácter básico’ y que el art. 21 recoge, también expresamente, nuestro criterio doctrinal, antes señalado [STC 194/2004, FJ 20 c)], de que la Comunidad Autónoma autorice, previo informe favorable del Consejo de participación, las actuaciones que puedan perjudicar al parque nacional”. A continuación concluye el Tribunal que, “los arts. 19 a 29 no infringen las competencias estatales” ”en cuanto a que las previsiones normativas de los arts. 21 y 22 requieren de la intervención estatal a través de la comisión mixta de gestión (caso del art. 21, por así preverlo el art. 19.7 de la Ley 4/1989) o incluirse en el plan rector de uso y gestión, que exige el acuerdo previo favorable de dicha comisión mixta (art. 19.3 y 4 de la Ley 4/1989), el argumento queda privado de consistencia puesto que nuestra doctrina ha considerado vulneradoras de la competencia autonómica las aludidas actuaciones gestoras de la comisión mixta. Así, de modo específico, sobre el art. 19.7 de la Ley 4/1989 nuestra STC 194/2004, FJ 20 c), ha excluido dicha intervención, lo que determina la plena legitimidad constitucional del art. 21. Y lo mismo ocurre con el art. 22, pues también hemos desapoderado la necesidad, prevista en el art. 19.3 de la Ley 4/1989, de que la aprobación autonómica del plan rector de uso y gestión requiera del previo acuerdo de la misma comisión mixta [STC 194/2004, FJ 20 a)]. Además, respecto de este último art. 22, el reproche específico dirigido a que la Comunidad Autónoma preste apoyo a la recuperación y uso de las vías pecuarias, se aprecia que la Comunidad Autónoma ha asumido competencia exclusiva al respecto (art. 13.7 EAAnd) y que el precepto se somete a la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de vías pecuarias. Pues bien, esta última Ley declara que ‘las vías pecuarias son bienes de dominio público de las Comunidades Autónomas’ (art. 2) y les atribuye su protección (art. 3), siempre con el sometimiento a las normas básicas de protección del medio ambiente que se proyectan sobre las mismas (art. 1). En definitiva, el Abogado del Estado no justifica transgresión alguna de la normativa básica estatal, razón por la cual, y como conclusión de todo lo dicho, el art. 22 tampoco vulnera la competencia estatal. En lo relativo a las normas protectoras de la biodiversidad del parque nacional que se contienen en los arts. 23 a 29, el reproche adicional, como hemos visto, se limita a señalar que la Comunidad Autónoma de Andalucía carece de competencia para establecerlas. Este planteamiento en nada se aviene con la competencia exclusiva autonómica sobre‘espacios naturales protegidos’, competencia que incluye a los parques nacionales, eso sí, de acuerdo con las normas básicas estatales (art. 149.1.23 CE), de manera que no habiendo aducido el Abogado del Estado ninguna norma básica que haya sido contravenida, nada cabe oponer a la constitucionalidad de estos artículos de la Ley 8/1999”. “c) Los arts. 30 a 32, integrados en el capítulo III del título III, regulan el plan rector de uso y gestión”. Nada opone la sentencia a estos preceptos “teniendo en cuenta que el art. 31.1 y 2 somete expresamente el plan a las directrices establecidas ‘en el plan director de la red de parques’ y dispone que su contenido mínimo sea el previsto en el art. 19.4 de la Ley 4/1989, como reconoce el propio Abogado del Estado, nada cabe oponer tampoco a este bloque de artículos”. “d) El Capítulo IV se refiere al plan de desarrollo sostenible e incluye los arts. 33, 34 y 35”. Concluye aquí también la sentencia que “el plan de desarrollo sostenible tiende a garantizar las finalidades previstas en el art. 22 quater de la Ley 4/1989, sin que se manifieste ninguna contradicción con el mismo, se concluye que la impugnación de los arts. 33, 34 y 35 tampoco puede prosperar”. “e) El Capítulo V incluye un sólo artículo, el 36, relativo al desarrollo de programas de educación e investigación, previendo expresamente la intervención y colaboración de ‘las distintas Administraciones’”. Declarado también constitucional. En cuanto al Capítulo VI que incluye un único art., el 37, declara la sentencia que “tampoco invade la competencia del Estado”. (F.J. 13). El Tribunal declara constitucionales los arts. 38 y 39, puesto que “el art. 38 se limita a constatar la unidad de gestión y administración del espacio natural, con inclusión del parque nacional, lo que determina que la Comunidad Autónoma de Andalucía disponga de la financiación necesaria para ello, incluyéndola en sus leyes de presupuestos. Respecto al art. 39, su plena constitucionalidad se desprende por consecuencia de la constitucionalidad del art. 38, como ya dijimos sobre igual cuestión en la citada STC 81/2005, FJ 9”. (F.J. 15). 7. “El Título V, que regula el régimen sancionador, se compone de seis capítulos (medidas precautorias e infracciones ambientales en el espacio natural Doñana; circunstancias modificativas de la responsabilidad; sanciones administrativas; competencias; restauración del daño ambiental; e influencia del tiempo en las infracciones, sanciones y obligaciones de restauración del daño ambiental). El título integra los arts. 40 a 56”. Respecto al régimen sancionador la impugnación se centra “en cuanto que su muy extensa regulación es de aplicación al parque nacional de Doñana, pero con la precisión de que no se impugna el contenido material de dicho régimen sino sólo su dimensión competencial, pues se atribuye la competencia sancionadora a la Administración autonómica”. Para el Tribunal, “la impugnación que ahora abordamos tiene respuesta asimismo en nuestra reciente doctrina sobre los parques nacionales, específicamente en las SSTC 81/2005 y 100/2005, recaídas en relación con la Ley 3/1999, de 11 de enero, por la que se crea el parque nacional de Sierra Nevada” y en aplicación de la misma “‘determina que deba ser la Comunidad Autónoma de Andalucía, competente para la gestión del parque nacional de Sierra Nevada (arts. 13.7 y 15.1.7 EAAnd) quien ejercite la potestad sancionadora controvertida e, incluso, quien determine, sin condicionamientos, cuales hayan de ser los órganos de su Administración competentes para ello’ (STC 81/2005, FJ 11). Es claro que esta doctrina es plenamente aplicable a la controversia aquí planteada, lo que determina la constitucionalidad del art. 52, sin que quepa mayor pronunciamiento sobre el resto del articulado de este Título V, puesto que a la competencia genérica que tiene la Comunidad Autónoma para regular el régimen sancionador en los términos de la doctrina reproducida se une el acotamiento de la impugnación realizada por el Abogado del Estado, que no cuestiona la regulación material”. (F.J. 17). 8. Disposición Transitoria primera y segunda y Disposición Derogatoria de la Ley. La Disposición Transitoria primera regula los órganos de gestión y participación, mientras que la Disposición Transitoria segunda se refiere al Plan de Desarrollo Sostenible del Entorno de Doñana y Planes de Ordenación y de Uso. Declara la sentencia en relación con las citadas disposiciones que “no inciden las competencias estatales”. “En cuanto a las disposiciones transitorias, porque prevén, sencillamente, el mantenimiento de los órganos de gestión y de los planes en vigor hasta que se constituyan y aprueben, respectivamente, los que la Ley autonómica regula. Admitida la constitucionalidad de los preceptos correspondientes a dichos órganos y planes, procede hacer lo propio, por consecuencia, respecto de ambas disposiciones transitorias. En cuanto a la disposición derogatoria, no cabe deducir que produzca derogación de normas estatales, primero porque las derogaciones expresas que formula se refieren, todas, a normas de Andalucía y, segundo, porque la cláusula derogatoria genérica, que también contiene, sólo puede entenderse, que afecta, igualmente, a normas autonómicas, necesariamente, puesto que (STC 132/1989, de 18 de julio, FJ 3, que a su vez se remite a la STC 5/1981, de 13 de febrero, FJ 23) una Comunidad Autónoma no puede derogar normas del Estado”. (F.J. 19). 9. Para terminar, en el Fallo de la sentencia el Tribunal decide: “Estimar parcialmente el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Presidente del Gobierno contra la Ley del Parlamento de Andalucía 8/1999, de 27 de octubre, del Espacio Natural Doñana, y en consecuencia: 1º. Declarar que el art. 16.7 de dicha Ley es inconstitucional. 2º. Desestimar el recurso de inconstitucionalidad en todo lo demás”. 10. Voto particular que formula el Magistrado D. Guillermo Jiménez Sánchez. Discrepa el magistrado de la declaración de inconstitucionalidad contenida en el Fallo de la sentencia en relación con el art. 16.7 de la Ley andaluza impugnada. Estima que la función contemplada en el art. 16.7 “aprobar los planes sectoriales que en su caso desarrollen el Plan Rector de Uso y Gestión, atribuida por la Ley 41/1997 al Patronato en su art. 23.bis.6

c), le negamos su carácter básico por comportar carácter decisorio e imponerse así a la Comunidad Autónoma en su función gestora e impedir el ejercicio por ésta de una competencia de gestión que tiene atribuida y que es, por ello, indisponible para el Estado [STC 194/2004, FJ 14 c)]”.

